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1. LA CONCURRENCIA DE ACREEDORES SOBRE EL PATRIMONIO DEL DEUDOR 
 La tutela jurisdiccional del crédito consiste, en último término, en la actuación, a 
través de los tribunales, de la responsabilidad patrimonial del deudor. El proceso, y más 
concretamente el proceso de ejecución, ha de articularse de manera que permita a los 
acreedores lograr la satisfacción de su derecho mediante la realización de bienes del 
patrimonio del deudor, haciendo efectiva la garantía patrimonial a que se refiere el 
artículo 1911 del Código Civil. 
 En situaciones de pluralidad de acreedores, el patrimonio del deudor constituye 
una garantía común a todos ellos. La norma procesal ha de prever, por tanto, los 
mecanismos necesarios para que cada uno de los acreedores pueda hacer efectiva esa 
garantía sin perjudicar el derecho de los demás. 
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 El punto de partida, a este respecto es, sin duda, el principio de par conditio 
creditorum. Siendo el patrimonio del deudor la común garantía de todos los acreedores, 
éstos han de ser considerados, en general, de igual condición respecto de ese patrimonio 
y deben, también en general, recibir el mismo trato. El fundamento de estas exigencias 
se encuentra, como dice Díez-Picazo, en el principio general de igualdad y de no 
discriminación, que postula la igualdad de derechos de todos los acreedores de un 
mismo deudor a recibir satisfacción en sus créditos1. 
 El principio de par conditio plantea inmediatamente la cuestión de hasta qué 
punto es admisible la satisfacción completa del derecho de uno solo de los acreedores 
sin tener en cuenta a los demás. La satisfacción de un acreedor (no importa ahora si 
mediante pago voluntario o en vía jurisdiccional) comporta normalmente una 
disminución del activo patrimonial del deudor y, dado que ese activo, en su conjunto, 
constituye la garantía común de todos los acreedores, cabe plantear si es admisible que 
esa garantía pueda reducirse, en términos absolutos, en provecho exclusivo de uno solo 
de los acreedores y sin dar participación al resto. 
 La respuesta al anterior interrogante depende de cómo se conciba la vinculación 
del activo patrimonial del deudor a la garantía del cumplimiento de cada una de sus 
obligaciones, individualmente consideradas. Si esa vinculación se entiende que afecta, 
en proporción, a todos  y cada uno de los bienes y derechos que forman parte de ese 
activo, no sería admisible que un bien o derecho concreto pudiese salir del patrimonio 
del deudor para satisfacer en exclusiva el derecho de un solo acreedor. 
 Ciertamente, esta es una manera bastante tosca de concebir la responsabilidad 
patrimonial universal pero es preciso mencionarla, aunque sólo sea porque un 
ordenamiento jurídico tan importante como el italiano parece partir de ella, al menos en 
la configuración del proceso de ejecución singular. En efecto, en la ejecución singular 
italiana, el embargo de bienes sólo pueden conseguirlo acreedores que dispongan de 
título ejecutivo, pero  al reparto del producto de la realización de los bienes pueden 
concurrir todos los acreedores del ejecutado, tengan o no título2. La justificación teórica 
de este sistema comúnmente aceptada por la doctrina italiana descansa en una 
concepción de la responsabilidad patrimonial universal que vincula todos y cada uno de 
los bienes y derechos de patrimonio del deudor, individualmente considerados, a la 
garantía de todos los créditos: la concurrencia de todos los acreedores sobre el activo 
patrimonial que constituye la garantía común de todos ellos se entiende como 
concurrencia sobre todos y cada uno de los bienes y derechos de ese activo de manera 
                                                 
1 DÍEZ-PICAZO, L., Fundamentos de Derecho Civil Patrimonial, vol. 2º, Madrid, 
1993, pág. 749. 
2 Antes de la reforma de 2005, cuando la ejecución se dirigía sobre bienes 
inmuebles, incluso aquellos acreedores cuyos créditos no eran aún exigibles. Tras la 
reforma, la intervención se permite, con carácter general, a los acreedores con título 
ejecutivo, pero también a los que carecen de título siempre que el deudor reconozca la 
deuda expresa o tácitamente. Cfr. SOLDI, A. M., Manuale dell'esecuzione forzata, 5ª Ed., 
Cedam, 2015, págs. 350 y sigs. 
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que cuando, con ocasión de la satisfacción jurisdiccional de un crédito, se realiza algún 
bien, se entiende que debe permitirse a todos los acreedores participar en el reparto del 
producto de la realización3. 
 Pero la responsabilidad patrimonial universal no tiene por qué ser concebida 
como afección de cada bien y derecho concreto en garantía del cumplimiento de todas y 
cada una de las obligaciones del deudor. Cabe considerar que esa garantía hace 
referencia a la relación existente entre el valor de realización del activo, considerado en 
su conjunto, y el montante del pasivo, también considerado en su conjunto. Esta es la 
perspectiva que se adopta precisamente en el análisis financiero para proponer, como 
técnica de medición del nivel de garantía que el patrimonio de un sujeto representa para 
sus acreedores, la utilización de un ratio, significativamente denominado ratio de 
garantía o distancia a la quiebra4, resultante de dividir el valor de realización del activo 
entre el importe total del pasivo. Un valor del ratio igual a 1 representa que el activo es 
igual al pasivo, mayor que 1, que el activo supera al pasivo y menor que 1 que el activo 
es inferior al pasivo. En esta forma de medir el nivel de garantía de los acreedores no 
cumple papel relevante alguno el valor de los bienes y derechos considerado en 
términos absolutos, ya que lo único que interesa es la relación entre el activo y el 
pasivo. Se trata sencillamente de expresar algo muy elemental, a saber y con un ejemplo 
muy simple: no está mejor garantizado un crédito de una cuantía dada por un activo 
patrimonial de cien millones gravado con un pasivo total de noventa millones que un 
crédito del mismo importe con un activo de diez millones y un pasivo de cinco. En el 
primer caso el activo cubre muy justamente el importe total de las deudas y, en el 
segundo, el activo duplica el valor de las deudas, luego, en general, los acreedores del 
segundo caso están mejor cubiertos que los del primero. 
 Este criterio no sólo permite representar el nivel de garantía de los acreedores en 
un momento dado, sino también, apreciar cómo varía ese nivel cuando se emplean 
bienes y derechos del activo patrimonial del deudor para la exclusiva satisfacción de 
uno solo de los acreedores. Pues bien, si se parte de la base de que cuando se paga una 
deuda se produce una simultánea reducción del activo y del pasivo por el mismo 
importe, la incidencia del pago (sea voluntario o en ejecución forzosa) en el ratio de 
garantía de los demás acreedores dependerá de cuál sea la situación patrimonial anterior 
                                                 
3 Cfr. SOLDI, A. M., Manuale dell'esecuzione forzata, cit., págs. 241 y sigs.; 
BONSIGNORI, L’esecuzione forzata, Turín, 1996, págs. 116 y sigs.; CARNELUTTI, Derecho 
procesal civil y penal, I, Derecho procesal civil, trad. Sentís Melendo, Buenos Aires, 1971, 
págs. 374 y sigs.; GARBAGNATI, Il concorso di creditori nel processo di espropiazione, Milán, 
1959, págs. 18 y sigs.; SATTA-PUNZI, Diritto processuale civile, Padua, 1993, págs. 671 y sigs. 
4 Cfr. RIVERO TORRE, Análisis de balances y estados complementarios, Madrid, 1993, 
pág. 192. En análisis financiero se utiliza el término “ratio” con un significado muy preciso y 
siempre en masculino (el ratio; los ratios). El Diccionario Panhispánico de Dudas de la RAE 
indica que el término “ratio” es un latinismo “etimológicamente femenino, y así se recomienda 
usarlo en español” pero admite que “por influjo de la -o final se usa hoy frecuentemente en 
masculino, especialmente en el ámbito de la economía”. En el texto hemos respetado el uso 
habitual en el lenguaje financiero para subrayar que nos estamos refiriendo precisamente a un 
concepto elaborado en ese ámbito. 
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a efectuarse el pago, pudiendo darse las siguientes situaciones: 1) si el ratio antes del 
pago era mayor que uno, después del pago seguirá siendo mayor que uno y, además, 
más alto que antes del pago (si antes del pago el activo era de 100 y el pasivo de 90, el 
ratio de garantía era, para todos los acreedores, de 1,11; después de un pago de 20, el 
activo quedará en 80, el pasivo en 70 y el ratio, para los acreedores aún no satisfechos 
pasará a ser de 1,14); 2) si el ratio antes del pago era 1, después del pago seguirá siendo 
1, es decir, los acreedores no pagados tendrán el mismo nivel de garantía antes del pago 
que después; 3) finalmente, si el ratio antes del pago era menor que 1 (es decir, el pago 
se hace en situación de desbalance), después del pago seguirá siendo menor que 1 y más 
bajo que antes del pago, lo que implica que el nivel de garantía de los acreedores no 
satisfechos se rebajará como consecuencia del pago (si de un activo de 90 y un pasivo 
de 100 se pasa, mediante el pago de una deuda de 20, a un activo de 70 y un pasivo de 
80, el ratio anterior al pago sería de 0,9 y el posterior de 0,875). 
 El análisis basado en la incidencia de los pagos en el ratio de garantía parte de 
un patrimonio estático y no debería aplicarse sin las debidas correcciones en los casos 
en que el patrimonio del deudor está sujeto a continuos flujos de ingresos y salidas, 
como suele suceder en la realidad, especialmente cuando el deudor es una empresa. No 
obstante, aunque seguramente con cálculos algo más complejos, también para un 
patrimonio en movimiento se puede determinar si, en una situación dada, la completa 
satisfacción de un acreedor afecta o no negativamente a la garantía patrimonial genérica 
del resto de los acreedores.  
 El problema de la admisibilidad de la aplicación de bienes y derechos del activo 
patrimonial del deudor a la exclusiva satisfacción de uno de los acreedores, se plantea 
únicamente en los casos en que esa satisfacción afecte negativamente a la garantía 
patrimonial del resto de los acreedores, lo que solamente ocurre cuando el pago se 
realiza desde una situación patrimonial deteriorada. Esto basta para asentar sobre bases 
muy firmes, en el terreno de la justicia y en el de la lógica económica, el criterio general 
que en nuestro ordenamiento inspira el tratamiento de las situaciones de concurrencia de 
acreedores: con base en el principio de normalidad, se parte, como verdad interina, de 
que todo deudor puede pagar a sus acreedores y que, además, se encuentra en una 
situación patrimonial saneada; a partir de aquí, se permiten los pagos e incluso la 
realización forzosa de bienes en ejecución singular para pagar a un solo acreedor sin 
tener en cuenta a los demás acreedores, ya que, si la verdad interina de la que se parte es 
que la situación patrimonial del deudor es, como mínimo, normal, también hay que 
aceptar como verdad interina que después de un pago o, incluso, de una ejecución 
singular, el nivel de garantía del resto de los acreedores quedará igual o mejorará, pero 
nunca empeorará, por lo que no existe razón alguna para permitir que esos acreedores 
pongan objeciones al pago o a la ejecución, ni para amparar ninguna pretensión de esos 
acreedores de participar en el producto de la realización forzosa ya que ésta no les 
perjudica en absoluto. 
 Los problemas para la admisibilidad de pagos (voluntarios o en ejecución) a uno 
o varios acreedores concretos sin tener en cuenta a los demás sólo se pueden plantear, 
pues, respecto de pagos o ejecuciones singulares que se produzcan desde una situación 
patrimonial dañada en la que no esté suficientemente asegurada la completa satisfacción 
de todos los créditos y en la que, por tanto, cada pago que se realice a un concreto 
acreedor empeore las perspectivas de satisfacción de los demás. En el proceso de 
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ejecución singular esta situación se pone de manifiesto cuando no se encuentran bienes 
libres de embargo cuyo previsible valor de realización en la ejecución sea suficiente 
para lograr la completa satisfacción del derecho del ejecutante. En estos casos, el 
ejecutante puede solicitar la traba de más bienes (que se completen los embargos 
iniciales o, si la insuficiencia se pone de manifiesto después de que se hayan dado por 
finalizados éstos, que se acuerde una mejora del embargo). Ahora bien, si partiendo de 
una situación de embargo insuficiente no se encontrasen bienes bastantes para cubrir el 
déficit, ni siquiera por la vía del reembargo de todos los bienes que ya estuvieran 
trabados en otras ejecuciones, la continuación de las ejecuciones singulares basadas en 
un sistema de preferencias para el reparto del valor de realización de los bienes 
conduciría, con seguridad, a un resultado contrario a las exigencias del principio de par 
conditio creditorum: los ejecutantes con embargos suficientes podrían llegar a cobrar la 
totalidad de lo que se les deba, mientras que aquellos cuyos embargos fueran 
insuficientes tendrían que conformarse, en el mejor de los casos, con una satisfacción 
parcial. 
 En estas situaciones el ordenamiento debe poner a disposición del ejecutante que 
no haya logrado trabar bienes suficientes la posibilidad de promover una solución 
concursal que permita repartir ordenadamente entre todos los ejecutantes el producto de 
la realización de todos los bienes que estuviesen embargados en las diferentes 
ejecuciones singulares. La solución concursal comporta, claro está, que el reparto se 
efectúe prescindiendo de las preferencias entre embargos y otras cargas y atendiendo 
exclusivamente al principio de par conditio creditorum, con las excepciones resultantes 
de las normas sobre preferencia y prelación de créditos. 
2. EMBARGO INSUFICIENTE Y PROCESO CONCURSAL 
 La regulación vigente de la iniciación de los procesos concursales permite a los 
acreedores que hayan promovido una ejecución singular y no hayan podido trabar en 
ella bienes suficientes para cubrir el importe de sus créditos, acceder, por esa sola 
circunstancia, a la tutela jurisdiccional concursal. Así resulta del inciso inicial del 
artículo 2.4 de la Ley Concursal,  que se refiere a la solicitud de declaración de concurso 
presentada por un acreedor, y dispone que dicha solicitud podrá basarse “en título por el 
cual se haya despachado ejecución o apremio sin que del embargo resultasen bienes 
libres bastantes para el pago”5. 
 El primer inciso del apartado 4 del artículo 2 de la Ley Concursal contempla la 
declaración de concurso a instancia de acreedor que haya promovido una ejecución 
                                                 
5 El precepto reproduce prácticamente sin modificaciones lo que disponía el 
artículo 876 del Código de Comercio: “para la declaración de quiebra a instancia de 
acreedor, será necesario que la solicitud se funde en título por el cual se haya 
despachado mandamiento de ejecución o apremio y que del embargo no resulten bienes 
libres bastantes para el pago”. También el antiguo concurso de acreedores contemplaba 
el embargo infructuoso como causa de apertura del procedimiento a instancia del 
acreedor que lo haya padecido: el artículo 1158 de la LEC de 1881 exigía que existieran 
dos o más ejecuciones pendientes y embargo infructuoso en alguna de ellas. 
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singular en la que no haya conseguido embargar bienes suficientes. Los acreedores que 
no tengan ejecución pendiente únicamente podrán solicitar la declaración de concurso 
basándose en alguno de los hechos relacionados en los ordinales 1º a 4º del mismo 
apartado. En el primer caso, la norma es clara: el embargo infructuoso constituye base 
suficiente para pedir y obtener la declaración judicial del concurso. No se exige 
pluralidad de ejecuciones, por lo que en teoría bastaría el embargo infructuoso en una 
sola ejecución para que el ejecutante pudiera obtener la declaración de concurso. Hay 
que reparar, no obstante, en que si hay una única ejecución y en ella no se consigue 
trabar bienes bastantes, el ejecutante no tendrá, en general, interés alguno en el concurso 
de acreedores: si ha trabado algún bien, aunque sea insuficiente para cubrir su crédito, 
cabe esperar que el ejecutante prefiera continuar su ejecución singular para aplicar en su 
exclusivo provecho el producto del bien o bienes que hubiese hallado y no provocar una 
declaración de quiebra que le obligaría a “compartir” ese bien o esos bienes con otros 
acreedores. 
 Hay que notar, sin embargo, que aunque el acreedor solicitante acredite haber 
promovido una ejecución singular y no haber logrado en ella embargos suficientes para 
asegurar la satisfacción de su derecho, la Ley permite al deudor evitar la declaración de 
concurso si acredita que no se encuentra en estado de insolvencia (art. 18.2 LC). Se abre 
así la posibilidad, al menos teórica, de que el deudor cuyos bienes han resultado 
insuficientes en la ejecución singular evite la declaración de concurso si acredita que 
puede cumplir regularmente sus obligaciones exigibles (cfr. art. 2.2 LC).   
 La Ley Concursal contempla el embargo insuficiente, por tanto, como hecho 
indicio o revelador de la situación de insolvencia, de tal manera que si se prueba que 
esta situación no existe, pese al embargo infructuoso, no sería legalmente procedente la 
declaración de concurso necesario. Este planteamiento legal no está exento de 
inconvenientes. Una eventual justificación, por parte del deudor, de que no se encuentra 
en la situación a que responde el concepto legal de insolvencia no desvirtuaría en 
absoluto la realidad del embargo infructuoso y determinaría, en definitiva, que el 
solicitante del concurso quedaría privado de medios para hacer valer en su favor el 
principio de par conditio creditorum; si ese acreedor no hubiese logrado trabar ningún 
bien en la ejecución singular, la situación descrita conduciría a una genuina denegación 
de justicia, pues el solicitante del concurso no podría lograr ni siquiera una satisfacción 
parcial de su derecho en la ejecución singular y, por otro lado, se le cerraría el paso al 
proceso concursal porque el deudor acredita que no se encuentra en una situación que le 
impida cumplir regularmente sus obligaciones exigibles. 
 Esto aconseja, cuando menos, un replanteamiento de la conveniencia de vincular 
la declaración del concurso necesario a la existencia de un estado de insolvencia del 
deudor en los términos en que la Ley lo define; lo relevante, cuando se pide el concurso 
por un acreedor, debería ser que el proceso concursal sea necesario para proporcionar al 
solicitante la tutela de su derecho, necesidad que, en el caso que nos ocupa, se 
manifiesta claramente a través del embargo infructuoso, circunstancia procesal que 
debería bastar por sí sola, sin necesidad de presentarla como indicio de ningún estado 
del deudor, para justificar la declaración del concurso. 
 A favor de vincular la declaración del concurso necesario a la acreditación de un 
embargo insuficiente en la ejecución singular, sin otorgar relevancia, en este caso, a que 
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el deudor esté o no en situación legal de insolvencia, militaría también la no desdeñable 
consideración de que, demostrado que los embargos trabados por el solicitante del 
concurso son suficientes para cubrir su crédito o que, aunque sean insuficientes, existen 
otros bienes que mediante embargo o reembargo permitan alcanzar la suficiencia de las 
trabas, el interés de aquél en la declaración del concurso desparece del todo, con 
absoluta independencia de que el deudor pueda o no pagar regularmente sus 
obligaciones exigibles; esto último puede interesar a los acreedores que no tengan 
ejecución despachada, pero lo lógico es que sean éstos quienes, si lo consideran 
oportuno, pidan la declaración de concurso basada en cualquiera de los hechos 
reveladores de insolvencia a que se refiere el artículo 2.4, ordinales 1º a 4º de la Ley 
Concursal. 
 Cabe concluir, en resumen, que el problema que se plantea cuando, en 
situaciones de pluralidad de ejecuciones singulares, alguno de los ejecutantes no logra 
un embargo suficiente para cubrir su derecho puede encontrar salida a través del 
proceso concursal. Conviene advertir, en cualquier caso, que a efectos de declaración 
del concurso, el embargo infructuoso ha de entenderse en términos de insuficiencia del 
embargo teniendo en cuenta todas las posibilidades que ofrece el reembargo. Esto 
significa que no debe bastar, para apreciar el embargo infructuoso, la circunstancia de 
que no se encuentren bienes libres de otras trabas, siempre que, mediante el reembargo, 
el ejecutante en cuestión pueda reservar valor de realización suficiente para cubrir su 
crédito (con los intereses y costas correspondientes). Tampoco ha de estimarse que el 
embargo es infructuoso por el mero hecho de que el ejecutante no pueda realizar los 
bienes reembargados, si cabe esperar que bien por la desaparición de cargas anteriores, 
bien por la generación de remanentes en otras ejecuciones, el ejecutante en cuestión 
llegará finalmente a cobrar con el producto de esos bienes6. 
 Visto que el ejecutante que no pueda trabar bienes suficientes tiene la 
posibilidad de promover el concurso de acreedores para hacer valer el principio de par 
conditio creditorum frente a los ejecutantes que sí hubiesen trabado bienes suficientes 
para la satisfacción de sus derechos, cabe plantear si esa solución es la más adecuada 
para dar respuesta al problema que plantea la pluralidad de ejecuciones singulares 
cuando en el patrimonio del deudor no se encuentran bienes suficientes para satisfacer 
por completo a todos los ejecutantes. 
 Desde este punto de vista, hay que tener en cuenta que los procesos concursales 
no se ventilan exclusivamente entre los acreedores con ejecución singular pendiente 
para la satisfacción de su crédito, sino que suponen dar entrada en el reparto del 
producto de la liquidación de los bienes del deudor a los eventuales acreedores que por 
no estar sus créditos vencidos o por no disponer de título de ejecución aún no hubiesen 
promovido ejecución singular. A efectos prácticos, esto significa que el ejecutante que 
                                                 
6 En este sentido, DE LA OLIVA SANTOS, Derecho procesal civil. Ejecución forzosa. 
Procesos especiales, cit., pág. 540, con referencia al viejo art. 876, I CCom. observaba que “no 
es afortunada en su literalidad. Si lo esencial fuese no encontrar bienes “libres”, no haría falta -y 
sí hace falta- el embargo de bienes “no libres”, lo que resulta plenamente aplicable a la vigente 
norma del inciso inicial del artículo 2.4 de la Ley Concursal. 
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no consiga trabar bienes suficientes en su ejecución tendrá que plantearse, antes de 
promover el proceso concursal, las perspectivas de obtener en éste mejores resultados 
que continuando su ejecución singular. 
 Teóricamente, de seguir adelante las ejecuciones singulares, el ejecutante que 
nos ocupa tendría que conformarse con un “trozo de la tarta” más pequeño (en términos 
relativos) que el del resto de los ejecutantes; en el proceso concursal, sin embargo, todos 
los acreedores (prescindiendo de privilegios) recibirían un “trozo” igual; si estuviera 
garantizado que en el concurso sólo fuesen a participar los acreedores con ejecuciones 
pendientes, el ejecutante que no logró embargar bienes suficientes podría esperar recibir 
más en el concurso que continuando su ejecución singular, pero si aumenta el número 
de acreedores con derecho a “ración de tarta” el resultado podría ser que el ejecutante 
con embargo infructuoso en una ejecución singular recibiera menos en caso de 
promover el concurso que conformándose con lo que le permitan obtener sus trabas 
insuficientes. 
 La cuestión que se plantea aquí es si es razonable que siempre que se produzca 
una situación de embargo infructuoso en una ejecución singular, el acreedor que la 
padece no tenga más posibilidades que elegir entre cobrar lo que pueda de sus embargos 
o provocar un reparto igualitario de los bienes del deudor en el que entrarían no sólo 
todos los acreedores con ejecuciones singulares pendientes sino también aquellos que 
todavía no se encontraran en situación de reclamar judicialmente sus créditos o, al 
menos, de reclamarlos en vía ejecutiva. Desde esta perspectiva, cabe reflexionar sobre 
si, en determinadas circunstancias, no sería razonable admitir una especie de “concurso 
restringido” entre ejecutantes, encaminado exclusivamente a resolver el conflicto que se 
plantea entre ellos cuando no hay bienes suficientes para satisfacer por completo el 
derecho de todos mediante los correspondientes embargos y reembargos y sin dar 
entrada, por tanto, a los acreedores cuyos créditos no estuvieran vencidos o no fuesen 
aún reclamables en vía ejecutiva. Para dar respuesta a esta cuestión conviene examinar 
cuál es el régimen previsto para la declaración de concurso de acreedores a instancia 
precisamente de acreedores que no hayan promovido previamente un proceso de 
ejecución singular. 
 Estando pendientes ejecuciones singulares frente a un determinado deudor, los 
acreedores de ese mismo deudor que no tengan, en ese momento, acceso a la ejecución 
(por no estar sus créditos vencidos o porque, aun estando vencidos y no pagados, no 
constan aún en título ejecutivo) pueden temer, más o menos fundadamente, que, de 
continuar adelante las ejecuciones singulares, se consumirá enteramente el patrimonio 
del deudor, con el riesgo consiguiente de que los créditos no vencidos no puedan ser 
pagados a su vencimiento y, en general, de que llegado el momento en que esos créditos 
puedan ser exigidos en vía ejecutiva, no se hallen bienes sobre los que hacer efectiva la 
responsabilidad del deudor. De la pendencia de ejecuciones singulares surge así un 
potencial conflicto de intereses que enfrenta, por un lado, a los ejecutantes, quienes 
quizá tengan suficientemente garantizado el cobro con el producto de los bienes 
embargados o reembargados en sus ejecuciones y, por otro lado, a los acreedores del 
mismo deudor que todavía no puedan acceder a la ejecución, para quienes los embargos 
y reembargos trabados en las ejecuciones pendientes implican una amenaza de que, 
llegado el momento en que puedan verse necesitados de reclamar la tutela de sus 
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créditos en vía ejecutiva, no encuentren soporte patrimonial suficiente para hacer 
efectiva la responsabilidad del deudor. 
 Parece indudable que el ordenamiento jurídico ha de dar respuesta a este 
conflicto y, a tal efecto, como ya anticipamos, caben dos puntos de partida. Se puede 
partir de que la traba de bienes a fin de satisfacer el derecho de cualquier acreedor que 
disponga de título de ejecución pone en peligro, siempre y por definición, la satisfacción 
de los demás acreedores, estén o no sus créditos vencidos y dispongan o no de título de 
ejecución. Desde esta perspectiva no sería tolerable que el producto de la realización de 
cualesquiera bienes del patrimonio del deudor se aplicase íntegramente a la satisfacción 
de un concreto acreedor, sin consideración a los demás acreedores, incluidos los que no 
hubiesen podido promover todavía un proceso de ejecución. Este es el presupuesto del 
que parece partir el sistema italiano de “concurso de acreedores” a efectos de reparto de 
las sumas obtenidas en la ejecución singular, al que se ha hecho referencia más arriba7. 
 Ahora bien, el problema que nos ocupa también puede afrontarse desde un punto 
de partida diferente. Cabe considerar, en efecto, que, como regla general, las 
ejecuciones singulares pendientes en un momento determinado, aun orientadas a la 
exclusiva satisfacción de los ejecutantes, no tienen por qué poner en peligro la futura 
satisfacción de los acreedores que, en ese momento, no tengan acceso a la ejecución y 
que sólo cuando concurran determinadas circunstancias particulares que pongan de 
manifiesto un riesgo de especial intensidad puede estar justificado que se permita a los 
acreedores no ejecutantes, promoviendo un proceso concursal o por otras vías, alterar la 
normal satisfacción de los acreedores con ejecuciones pendientes. Este es, sin duda, el 
planteamiento de partida en nuestro Derecho. Sin él, no podría entenderse la 
construcción de la ejecución singular, con el particular efecto que se concede al 
embargo de reservar íntegramente el producto de la realización del bien para la 
satisfacción completa del ejecutante, efecto que sólo cede ante acreedores privilegiados 
que ejerciten la correspondiente tercería de mejor derecho, pero nunca ante acreedores 
de igual rango. 
 Desde esta perspectiva, pues, los casos en que la legislación concursal permite 
promover el concurso a acreedores que no hayan pasado previamente por el trance de 
promover ejecución e intentar infructuosamente el embargo han de explicarse como 
supuestos excepcionales en que el ordenamiento, en atención a determinadas 
circunstancias especiales, considera que existe un riesgo especial para los acreedores 
que no estén aún en condiciones de reclamar judicialmente sus créditos en vía ejecutiva, 
riesgo que justifica que, ante la concurrencia de esas circunstancias, no sólo se anticipe 
la tutela jurisdiccional de esos créditos sino que, además, se ponga fin a las ejecuciones 
singulares que estuviesen pendientes a fin de “rescatar” los bienes embargados para 
distribuir su producto (junto con el de los que eventualmente estuviesen libres de traba y 
que también se incorporarían a la masa activa del concurso) entre todos los acreedores 
conforme a las reglas que disciplinan el pago de los acreedores en situaciones 
concursales. 
                                                 
7 Cfr. supra, nota 3 
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 Hay que prestar atención, pues, en primer lugar, a los hechos reveladores de 
insolvencia en que legalmente se puede basar la solicitud de declaración de concurso 
formulada por acreedores que no tengan acceso a la ejecución singular. De acuerdo con 
el artículo 2.4 de la Ley Concursal estos acreedores pueden pedir y obtener la 
declaración de concurso, bien justificando “el sobreseimiento general en el pago 
corriente de las obligaciones del deudor”, bien probando “la existencia de embargos por 
ejecuciones pendientes que afecten de una manera general al patrimonio del deudor”, 
bien poniendo de manifiesto “el alzamiento o la liquidación apresurada o ruinosa de sus 
bienes por el deudor” o bien, finalmente, acreditando el incumplimiento generalizado 
por parte del deudor de obligaciones de alguna de las clases a que se refiere el ordinal 4 
del artículo y apartado citados. 
 A partir de aquí, cabe plantear si los hechos indicio de insolvencia a que se 
refiere el artículo 2.4 de la Ley Concursal aluden a circunstancias reveladoras, en 
general, de un riesgo especialmente intenso en relación con las perspectivas de 
satisfacción de los acreedores que no tengan acceso a la ejecución singular y, en 
particular, un riesgo especial de que, habiendo ejecuciones singulares pendientes, esas 
ejecuciones, de seguir su curso, puedan incidir de manera decisiva en que los acreedores 
que nos ocupan, llegado el momento, se encuentren con graves dificultades para hallar 
bienes sobre los que hacer efectiva la responsabilidad del deudor. 
 En realidad, no parece complicado atribuir ese significado a los hechos 
reveladores de insolvencia de la Ley Concursal. En primer término, se puede hacer un 
pronóstico fundado de que, si el deudor ha dejado de pagar sus obligaciones con el 
carácter de permanencia que exige la jurisprudencia para apreciar el sobreseimiento 
general en los pagos, los acreedores que no tengan ejecuciones singulares pendientes 
tienen nulas perspectivas de cobrar normalmente sus créditos y se verán abocados a 
exigir, en su momento, la responsabilidad del deudor por medio de una ejecución 
singular (previo proceso de declaración en su caso). La perspectiva que se abre, pues, es 
la de una desaforada carrera de numerosos acreedores (en el caso de deudores 
empresarios se puede partir de la base de que normalmente habrá pluralidad de 
acreedores: proveedores, entidades de crédito, vendedores o financiadores de 
equipamientos a plazos o mediante leasing, arrendadores de naves u oficinas, 
subcontratistas, etc.) hacia el embargo de bienes, y prisas para la realización forzosa, 
con una fuerte incertidumbre, cuando menos, de que los últimos que lleguen encuentren 
bienes suficientes para lograr la satisfacción de su crédito. 
 En segundo término, los hechos reveladores de insolvencia del artículo 2.4 de la 
Ley Concursal pueden considerarse también indicios de que el deudor no puede o no 
quiere continuar una gestión normal de su negocio, lo que prácticamente anula las 
perspectivas de que la situación patrimonial del deudor pueda mejorar. A partir de aquí, 
se puede prever fundadamente que los acreedores que no tengan acceso a la ejecución al 
tiempo de producirse el hecho o hechos reveladores de que se trate no puedan encontrar, 
llegado el momento en que pudieran reclamar sus créditos en vía ejecutiva, otros bienes 
que los que ya estuvieran en el patrimonio del deudor cuando éste comenzó a desatender 
de modo general el pago de sus deudas. 
 Los hechos reveladores de insolvencia a que se refiere la Ley ponen de 
manifiesto tanto un riesgo de carácter general en cuanto a las perspectivas de cobro de 
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los acreedores que no tengan ejecuciones singulares pendientes para la satisfacción de 
sus créditos, como un riesgo particular de que, dejando seguir su curso a las ejecuciones 
singulares pendientes se produzca un daño irreparable a los acreedores que nos ocupan, 
del que se beneficiarían injustamente los acreedores que hubiesen tenido la fortuna de 
acceder a la ejecución singular antes de producirse la cesación en los pagos. Siendo así, 
parece plenamente justificado que, cuando ocurren esos hechos se haga una excepción a 
varias reglas generales: la de que no puede accederse a la tutela jurisdiccional sin un 
crédito vencido e impagado, en primer término; la de que, aun teniendo un crédito 
vencido e impagado, no se tiene acceso directo a la garantía patrimonial sin título de 
ejecución, en segundo lugar; y, finalmente, la de que el derecho que a los ejecutantes 
atribuye el embargo de aplicar íntegramente a la satisfacción de sus créditos el producto 
de la realización de los bienes embargados no se pueda ver alterado más que por 
acreedores con crédito privilegiado que hagan valer oportunamente el privilegio 
mediante tercería de mejor derecho. 
 Conviene advertir, no obstante, que de los hechos reveladores previstos en el 
artículo 2.4 de la Ley Concursal no se desprende que necesariamente haya de llegarse a 
las situaciones descritas; en general, con referencia a créditos aún no vencidos o que aún 
no se estén exigiendo en vía ejecutiva nunca se podrá afirmar con absoluta seguridad 
que, llegado el vencimiento no serán pagados o que, una vez que se despache ejecución 
para hacerlos efectivos, no se hallarán bienes; se trata de juicios sobre lo que sucederá 
en el futuro que no están al alcance del hombre. Por muy difícil que sea la situación 
económica actual del deudor, no puede descartarse, por ejemplo, que ese deudor reciba 
una cuantiosa herencia o un sustancioso premio de la lotería que le permitan salvar su 
negocio. Lo más que puede hacerse, en relación con las perspectivas de cobros o de 
embargos futuros, es una razonable proyección de las circunstancias actuales de la que, 
todo lo más, resultará un juicio de probabilidad más o menos cualificado sobre si esos 
cobros o embargos se producirán. En este sentido, lo único que puede exigirse al 
legislador, al determinar los hechos o circunstancias en virtud de los cuales prevea 
determinadas medidas para evitación de problemas futuros, es que esos hechos o 
circunstancias permitan fundar un razonable juicio de probabilidad de que, en caso de 
no adoptarse las medidas en cuestión, se producirán los problemas que se tratan de 
evitar. Y esta condición parece que se cumple en el caso que nos ocupa, puesto que a 
partir de los hechos reveladores de insolvencia legalmente previstos cabe establecer un 
juicio fundado de probabilidad de que, si no se anticipa la tutela jurisdiccional de los 
acreedores, incluso de los que aún no tuviesen derecho a ella, el resultado final puede 
ser un injusto reparto de la responsabilidad patrimonial del deudor que no respete el 
principio de par conditio creditorum. 
 Hay que notar, sin embargo, que la insuficiencia del embargo en una ejecución, 
estando pendientes otras, tiene forzosamente distinto significado según quién solicite la 
apertura del concurso: si es precisamente el ejecutante que no pudo embargar bienes 
suficientes esos hechos revelan una imposibilidad actual de satisfacer el derecho de ese 
acreedor mediante la ejecución singular; si la solicitud del concurso procede de un 
acreedor que no tenga ejecución despachada en su favor, los hechos en cuestión son 
relevantes en cuanto puede establecerse fundadamente una presunción (al menos así 
parece haberlo considerado el legislador) de que si se consume todo el activo 
patrimonial conocido del deudor en las ejecuciones singulares pendientes, resultará 
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prácticamente imposible que los acreedores que aún no hayan accedido a la vía 
ejecutiva cobren. 
3. CONCURSO LIMITADO A LOS ACREEDORES CON EJECUCIÓN SINGULAR PENDIENTE 
 De las reflexiones anteriores se deduce que, ante el concurso, no es igual la 
situación de los acreedores que lo promueven porque no han conseguido trabar bienes 
suficientes en una ejecución singular que la de quienes piden su apertura sin haber 
promovido previamente un proceso de ejecución, lo que obedece normalmente a que no 
pueden hacerlo. A los primeros les mueve exclusivamente el interés de que el producto 
de los bienes embargados, no siendo previsiblemente suficiente para satisfacer por 
completo a todos los ejecutantes, en lugar de repartirse según el orden de preferencia 
característico de la ejecución singular, se distribuya con arreglo a las normas del 
concurso. A los segundos les mueve en primer lugar, el interés de que se les ponga, de 
golpe y sin necesidad de cumplir los requisitos ordinariamente exigidos (vencimiento de 
las deudas, falta de pago, título ejecutivo) en la misma situación en que se encuentran 
quienes, cumpliendo esos requisitos, han promovido una ejecución singular y 
embargado bienes en ella y, en segundo término, una vez producida esa equiparación, 
entrar en el reparto del producto de la realización de los bienes del deudor en igualdad 
de condiciones con los que tuvieran ejecuciones singulares pendientes. Desde esta 
perspectiva, la declaración de concurso responde perfectamente al interés de estos 
últimos acreedores, pero no al de los primeros. 
 En efecto, al ejecutante que pide el concurso por no haber podido trabar bienes 
suficientes para asegurar la satisfacción de su derecho, le interesa que los bienes 
embargados se repartan igualitariamente entre los ejecutantes, pero no le puede 
interesar, de ningún modo, dar entrada en el reparto a acreedores que, hasta ese 
momento, no han tenido acceso a la ejecución singular. Sin embargo, si promueve el 
proceso concursal se producirá inexorablemente esto último. Cabe plantear, por tanto, la 
conveniencia de poner a disposición de los ejecutantes con embargo infructuoso algún 
instrumento procesal distinto del proceso concursal y más ajustado a lo que realmente 
les interesa, que vendría a ser un concurso limitado a los bienes que estuviesen 
embargados en las ejecuciones singulares pendientes y en el que únicamente 
participarían los acreedores con ejecución despachada para la satisfacción de sus 
créditos. 
 Ciertamente, una solución de esas características sólo parece defendible en la 
medida en que el embargo infructuoso pueda, en cierto modo, aislarse como problema 
exclusivo entre ejecutantes que no tiene por qué afectar necesariamente, o no con la 
suficiente intensidad, a los acreedores sin ejecución despachada para la satisfacción de 
sus derechos. Si se considera que el embargo infructuoso, siempre y de manera 
incondicionada, pone de manifiesto una situación que prácticamente anula las 
posibilidades de que los acreedores que no tengan acceso a la ejecución puedan cobrar 
si se les obliga a esperar al vencimiento de sus créditos y/o a disponer de título 
ejecutivo, no sería admisible, seguramente, que el ordenamiento jurídico permitiera un 
concurso limitado a los ejecutantes y en el que no pudiesen participar el resto de los 
acreedores. 
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 El valor que haya de atribuirse a las situaciones de embargo infructuoso en 
relación con las perspectivas de satisfacción de los acreedores que, en el momento de 
producirse aquél, no tengan acceso a la ejecución es, en cualquier caso, una cuestión de 
estricta política legislativa. Ciertamente, el embargo infructuoso pone de manifiesto una 
situación de insuficiencia patrimonial actual de la que deriva una imposibilidad también 
actual para lograr la completa satisfacción de los acreedores con ejecuciones 
despachadas. 
 En relación con los acreedores que, en el momento de producirse el embargo 
infructuoso, no puedan reclamar aún la efectividad de su derecho en vía ejecutiva, no se 
puede decir, sin embargo, que el embargo infructuoso actual  conduzca inexorablemente 
a que, llegado el vencimiento de sus créditos, no puedan cobrar o a que, llegado el 
momento en que puedan acceder a la ejecución singular no vayan a encontrar bienes 
sobre los que hacer efectiva la responsabilidad patrimonial del deudor. Ciertamente, el 
embargo infructuoso actual no favorece las perspectivas de cobros o de embargos 
futuros, pero la vinculación entre aquél y éstos no se puede establecer en términos de 
necesidad, sino en términos de probabilidad. Lo más que se puede hacer, partiendo de 
una situación de embargo infructuoso, es un pronóstico basado en la probabilidad de 
que esa situación afecte negativamente a las posibilidades de cobro o de embargo de los 
acreedores que, en el momento en que la situación se produce, aún no estén en 
condiciones de reclamar ejecutivamente sus créditos. Y sobre la base de ese pronóstico 
el legislador ha de decidir si la situación generada por el embargo infructuoso ha de 
desencadenar siempre un proceso concursal, con todas sus consecuencias o si, por el 
contrario, puede admitirse una solución limitada a resolver el problema que se plantea 
entre los ejecutantes sin dar entrada necesariamente al resto de los acreedores. 
 A este respecto, y aunque la cuestión se plantea más bien lege ferenda, cabe 
apuntar que de la legislación vigente no resulta un criterio claro. Por un lado, como ya 
se ha apuntado, la Ley deja abierta la posibilidad de que, solicitada la declaración de 
concurso necesario con base en un embargo infructuoso, el deudor pueda evitar el 
concurso justificando que no se encuentra en la situación legal de insolvencia actual. 
Esto abre un espacio, siquiera sea muy limitado, en el que no debería haber problema 
para admitir un concurso limitado a los acreedores con ejecución singular despachada y 
a los bienes trabados en dichas ejecuciones tendente a resolver exclusivamente el 
problema que plantea el embargo infructuoso, concurso limitado que, por definición, no 
afectaría a los restantes acreedores pues el deudor no se encontraría en situación legal de 
insolvencia. Ahora bien, por otra parte, la Ley concursal impone al deudor el deber de 
solicitar su propia declaración de concurso (previo intento, en su caso, de alguna de las 
soluciones preconcursales legalmente previstas), siempre que se encuentre en situación 
de insolvencia actual. Esta previsión no es incompatible, ciertamente, con la posible 
existencia de situaciones de embargo infructuoso sin que el deudor se encuentre en ese 
estado de insolvencia, en las que, conforme a la previsión legal, no existiría el deber de 
solicitar el concurso voluntario. Pero hay que tener en cuenta que la Ley establece una 
presunción de que el deudor ha conocido su estado de insolvencia cuando haya acaecido 
alguno de los hechos reveladores de insolvencia del artículo 2.4, presunción que se 
desencadena, por tanto, en cuanto se produce el embargo infructuoso, arrojando sobre el 
deudor que, en tal caso, asuma los riesgos de no solicitar el concurso voluntario la 
complicada carga de probar que no se encuentra en estado de insolvencia.  
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 Siendo consciente de que la cuestión es delicada, y de que pueden aducirse 
argumentos de peso en favor de una u otra solución, me inclino a pensar que sería 
razonable abrir alguna vía para que el problema que plantea el embargo infructuoso 
pudiera resolverse exclusivamente entre los ejecutantes sin traer necesariamente al 
reparto del producto de los bienes embargados a los acreedores que, en el momento de 
producirse la insuficiencia del embargo en una ejecución singular, no se encontrasen 
aún en condiciones de reclamar ejecutivamente sus créditos. Aunque sólo sea porque la 
vida es fuente de situaciones concretas tan variadas que resulta imposible que el 
legislador pueda anticiparse a todas ellas, no me parece prudente descartar que, dándose 
determinadas circunstancias, un embargo infructuoso no afecte de manera 
especialmente intensa a las perspectivas de pagos y/o embargos futuros o que, atendidas 
las circunstancias concurrentes, el proceso concursal, con todas sus consecuencias, no 
interese a nadie. En situaciones así, que el proceso concursal sea la única salida al 
problema concreto que plantea, exclusivamente entre los ejecutantes, la insuficiencia de 
los embargos trabados por uno de ellos puede llevar aparejadas consecuencias injustas: 
si, atendidas las circunstancias del caso, los acreedores sin acceso a la ejecución en el 
momento de producirse el embargo infructuoso no tuvieran interés en el proceso 
concursal, no se ve razón para obligar al ejecutante con embargo insuficiente a 
conformarse con cobrar sólo parcialmente contemplando cómo el resto de los 
ejecutantes satisfacen por completo sus derechos. 
 Desde otra perspectiva, se puede apuntar que el proceso concursal es un 
mecanismo excesivo para resolver el problema concreto que el embargo infructuoso 
plantea entre los ejecutantes. Pueden aducirse también, por tanto, razones de economía 
procesal para postular que se abra la posibilidad de un concurso limitado entre 
ejecutantes y referido exclusivamente a los bienes embargados para resolver esa 
cuestión. Como el proceso concursal, ante el embargo infructuoso, sólo interesaría, en 
su caso, a los acreedores que, por no tener ejecución pendiente para la satisfacción de 
sus créditos, no pudieran participar en el concurso limitado, lo razonable es que sólo se 
produzca si estos acreedores lo solicitan. 
 Un concurso limitado como el que se postula no está previsto actualmente en 
nuestro ordenamiento. Cabe considerar, sin embargo, hasta qué punto se podría llegar a 
un resultado equivalente a través de la tercería de mejor derecho y, sobre todo, de la 
acumulación de ejecuciones singulares, introducida en nuestro ordenamiento para la 
ejecución laboral y regulada actualmente con carácter general en el artículo 555 LEC. 
4. EMBARGO INSUFICIENTE Y TERCERÍA DE MEJOR DERECHO 
La tercería de mejor derecho no tiene, evidentemente, la finalidad de resolver el 
problema que plantea el embargo infructuoso en una ejecución singular, habiendo otras 
pendientes, mediante el reparto del producto de los bienes embargados en todas las 
ejecuciones entre todos los ejecutantes prescindiendo del orden de preferencia de las 
trabas y atendiendo a las reglas de distribución propias de las situaciones concursales. 
Provoca sí, un concurso limitado, dentro de una ejecución singular, pero con una 
finalidad muy distinta y, en función de esa finalidad, con un ámbito subjetivo y objetivo 
muy diferente. La finalidad de la tercería es hacer valer el privilegio del crédito del 
tercerista sobre el del ejecutante y, en consecuencia, el ámbito subjetivo del concurso 
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generado por la tercería se limita al tercerista y al ejecutante. El ámbito objetivo se 
concreta en los bienes embargados en la ejecución en que se ejercita la acción de 
tercería, comprendiendo todos los bienes si la preferencia que invoca el tercerista es 
general, y limitándose al bien a que se refiera la preferencia cuando ésta es especial. 
Conviene recordar, por lo demás, que el tercerista no tiene por qué haber promovido 
previamente ejecución singular; no se le exige siquiera que su crédito conste en título 
ejecutivo8. 
 Basta el breve recordatorio anterior para confirmar que, evidentemente, el 
problema que suscita la pluralidad de ejecuciones singulares cuando los embargos 
trabados en todas ellas no son suficientes para cubrir todas las deudas, es 
completamente ajeno a la razón de ser de la tercería de mejor derecho y que, por tanto, 
no tendría sentido postular que ésta diese una respuesta satisfactoria a ese problema. 
 Conviene reparar, de todos modos, en que la tercería de mejor derecho puede 
permitir, si no resolver globalmente el problema apuntado, sí al menos que el ejecutante 
que no pueda embargar bienes suficientes encuentre una salida a su particular problema. 
Será necesario, evidentemente, que este acreedor sea titular de un crédito que, según las 
normas sustantivas de prelación, tenga preferencia sobre el crédito de alguno de los 
ejecutantes que tenga trabas anteriores; dándose esta circunstancia, el ejecutante que no 
haya logrado trabar bienes suficientes podrá suplir la insuficiencia de sus trabas 
aprovechando para sí, mediante la tercería de mejor derecho, los embargos trabados en 
la ejecución promovida por el acreedor no preferente. 
 En todo caso, esta solución que la tercería puede aportar al ejecutante que no 
logre trabar bienes suficientes para cubrir su crédito deja subsistente el problema global 
de la insuficiencia de los bienes trabados en las diferentes ejecuciones para satisfacer 
por completo a todos los ejecutantes. Mediante la tercería, el ejecutante que inicialmente 
se encuentra con un embargo infructuoso resuelve su problema trasladándolo a otro 
ejecutante (el demandado en la tercería u otro, según los casos), de tal manera que la 
situación de pluralidad de ejecutantes, unos con embargo suficiente y otro u otros con 
embargo insuficiente, seguirá existiendo con el consiguiente riesgo de un reparto del 
producto de la realización de los bienes que no respete las exigencias del principio de 
par conditio creditorum. 
                                                 
8 Sobre la tercería de mejor derecho en la LEC vigente, cfr. los comentarios de CACHÓN 
CADENAS a los arts. 614-620 LEC, en LORCA NAVARRETE (Dir.), Comentarios a la nueva Ley 
de Enjuiciamiento Civil, cit., págs. 3112-3161; MONTERO AROCA, Derecho Jurisdiccional, II, 
cit., págs. 635-637; MORENO CATENA, Derecho Procesal Civil. Parte general, cit., pág. 570-
573; VEGAS TORRES, Derecho procesal civil. Ejecución Forzosa. Procesos especiales, cit., 
págs. 191-197. Con referencia a la legislación anterior, siguen teniendo interés, CARRERAS, El 
embargo de bienes, cit., págs. 330-351; ORTIZ NAVACERRADA, Concurrencia de acreedores en 
el proceso de ejecución, cit., y Pluralidad de acreedores en el proceso de ejecución singular, 
cit., esp. págs. 15-59;  BONET NAVARRO, “La tercería de mejor derecho. Los derechos del 
tercero concurrente en el proceso de ejecución singular y su ejercicio”, en Ejecución de 
sentencias civiles, Cuadernos de Derecho Judicial, CGPJ, Madrid, 1992, págs. 371-432. 
16 
 
5. EMBARGO INSUFICIENTE Y ACUMULACIÓN DE EJECUCIONES SINGULARES 
 Más interés presenta, a los efectos que nos ocupan, la acumulación de 
ejecuciones singulares. Prevista inicialmente en la ejecución laboral, a partir del Real 
Decreto Legislativo 521/1990, de 27 de abril, por el que se aprueba el texto articulado 
de la Ley de Procedimiento Laboral (arts. 36 a 41)9, la LEC la introdujo también para la 
ejecución forzosa civil en virtud de lo dispuesto en el artículo 55510. La acumulación de 
ejecuciones puede ser, en efecto, un cauce idóneo para resolver globalmente el 
problema de la insuficiencia de embargo en una ejecución singular cuando hay otras 
pendientes con embargos suficientes. Para ello sería necesario que se acumularan todas 
las ejecuciones pendientes frente a un mismo deudor. En el proceso resultante de la 
acumulación habría que realizar todos los bienes trabados en las diferentes ejecuciones 
y repartir el producto de la realización entre todos los acreedores sin tener en cuenta el 
orden de preferencia de las trabas pero sí los eventuales privilegios entre ellos ya que, 
ante una situación de insuficiencia patrimonial, cobran toda su importancia las normas 
sobre prelación de créditos. 
 Conviene examinar, pues, hasta qué punto es posible una acumulación de estas 
características con arreglo a las normas procesales laborales y de la LEC. En la Ley 
36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social (LRJS), la insuficiencia 
de los bienes para satisfacer a todos los ejecutantes aparece expresamente mencionada 
como supuesto determinante de la acumulación; es más, el artículo 37 de la Ley 
procesal laboral manifiesta una especial voluntad del legislador de que se produzca la 
acumulación de ejecuciones cuando “existan indicios de que los bienes del deudor o 
deudores pudieran ser insuficientes para satisfacer la totalidad de los créditos que se 
ejecuten”, puesto que para este caso, las ejecuciones que se sigan ante el mismo Juzgado 
deberán acumularse incluso de oficio11. El artículo 555 LEC no contempla de manera 
expresa la insuficiencia de los bienes para satisfacer a los ejecutantes como causa de 
                                                 
9 Sobre regulación de la acumulación de ejecuciones en el proceso laboral, cfr. 
GONZÁLEZ PILLADO, La acumulación de ejecuciones en el proceso laboral, Valencia, 1998; 
GAMERO LÓPEZ-PELÁEZ y LOUSADA AROCHENA, La ejecución concursal laboral, Granada, 
1996; ORTIZ NAVACERRADA, Pluralidad de acreedores en proceso de ejecución singular, cit., 
págs.110-112; ALONSO OLEA, MIÑAMBRES PUIG y ALONSO GARCÍA (R.M.), Derecho Procesal 
del Trabajo,  Madrid, 2001, págs. 397-398; CÁMARA BOTÍA, Comentarios a los arts. 36 a 41 de 
la LPL, en MONTOYA MELGAR y otros, Comentarios a la Ley de Procedimiento Laboral, 
Pamplona, 2000; MONTERO AROCA, Comentarios a los arts. 36 a 41, en MONTERO y otros, 
Comentarios a la Ley de Procedimiento Laboral, tomo I, Madrid, 1993, págs 249 y sigs. 
10 Cfr. SEGOVIANO ASTABURUAGA, “Comentario al art. 555 LEC”, en LORCA 
NAVARRETE (Dir.), Comentarios a la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil, cit., págs.; MONTERO 
AROCA, Derecho Jurisdiccional, II, cit., pág. 511; MORENO CATENA, Derecho Procesal Civil. 
Parte general, cit., págs. 570-571; RAMOS MÉNDEZ, Guía para una transición ordenada a la 
LEC, cit., pág. 547; VEGAS TORRES, Derecho procesal civil. Ejecución Forzosa. Procesos 
especiales, cit., págs. 80-81. 
11 Cfr. GAMERO LÓPEZ-PELÁEZ y LOUSADA AROCHENA, La ejecución concursal 
laboral, cit., págs. 15-21. 
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acumulación. No obstante, la procedencia de la acumulación de ejecuciones promovidas 
por distintos acreedores se hace depender de que el tribunal que conozca del proceso 
más antiguo considere que la medida es “conveniente para la satisfacción de los 
acreedores ejecutantes”, conveniencia que, sin duda, puede darse precisamente cuando 
los bienes que se hayan podido embargar en las diferentes ejecuciones no alcancen para 
satisfacer a todos los ejecutantes. 
 Ahora bien, siendo posible acordar la acumulación de ejecuciones basada en la 
insuficiencia de los bienes embargados, el resto de la regulación (o de la ausencia de 
ella) no facilita precisamente que se cumpla razonablemente la finalidad que se supone 
que esa acumulación debería perseguir. En primer término, se puede apreciar que ni la 
LRJS ni la LEC exigen que se acumulen todas las ejecuciones pendientes; esta 
exigencia es elemental si la acumulación pretende dar respuesta al problema de la 
insuficiencia del embargo, puesto que una acumulación que afecte a ejecuciones 
seleccionadas con criterios más o menos aleatorios (sólo las que pendan ante el mismo 
Juzgado, o únicamente las que se sigan ante tribunales laborales, o ante los tribunales 
civiles, o sólo aquéllas a que se refiera la solicitud de acumulación, cuando ésta se 
acuerde a instancia de partes) terminaría conduciendo a un reparto de la insuficiencia 
patrimonial igualmente aleatorio (la pérdida la terminarían soportando sólo los 
acreedores cuyas ejecuciones se acumulen y no todos los acreedores, de manera 
proporcional, sin perjuicio del respeto del orden de prelación de los créditos)12. 
 Es más, un planteamiento serio de la acumulación de ejecuciones dinerarias a los 
efectos de solventar el problema de la insuficiencia de los bienes trabados para 
satisfacer a todos los ejecutantes debería permitir traspasar las barreras de las normas de 
jurisdicción por razón de la materia, abriendo paso a la acumulación de todas las 
ejecuciones que se sigan frente al mismo deudor, aunque conozcan de ellas tribunales de 
diferentes órdenes jurisdiccionales. 
 Otro aspecto en el que la regulación de la acumulación de ejecuciones se 
muestra insuficiente es el de los criterios de reparto de las sumas recaudadas en las 
ejecuciones acumuladas. La LRJS contiene una regulación detallada (arts. 270 a 274) 
que, en general, podría considerarse aceptable siempre que estuviera garantizado que la 
acumulación se refiera a todas las ejecuciones dinerarias pendientes frente al mismo 
                                                 
12 GONZÁLEZ PILLADO, La acumulación de ejecuciones en el proceso laboral, cit., pág. 
267 apunta, con acierto, la necesidad de que estén presentes todos los acreedores pues resultaría 
inadecuado establecer un principio de reparto proporcional si no se asegura la participación de 
todos los acreedores. Ahora bien, este planteamiento se hace exclusivamente respecto de los 
acreedores laborales, lo que resulta correcto a la vista de la regulación de la LRJS, que no 
permite ir más lejos; lo que sucede es que, si existen otros ejecutantes no laborales, la 
acumulación de las ejecuciones laborales, aunque sea de todas, no conduce a resultados 
satisfactorios: respecto de eventuales acreedores no laborales anteriores a los laborales, porque 
la pérdida derivada de la insuficiencia se la repartirían estos últimos, sin que aquéllos quedasen 
afectados; y respecto de eventuales acreedores no laborales posteriores a los laborales, porque 
estos últimos se repartirían todo el producto de los bienes, sin dejar nada para aquéllos. 
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ejecutado13. Pero, como ya hemos visto, no se garantiza esa acumulación de todas las 
ejecuciones; por lo demás, dado que las normas de la Ley procesal laboral sólo se 
refieren a la acumulación de ejecuciones que se sigan ante tribunales del orden social, es 
previsible que con frecuencia esas ejecuciones concurran con otras de las que conozcan 
tribunales civiles y que no serían acumuladas. La aplicación de las reglas de los 
artículos 270 a 274 LRJS en estas circunstancias, aparte de conducir a un reparto más 
bien arbitrario de las consecuencias del embargo insuficiente (la pérdida la soportarían 
exclusivamente los ejecutantes laborales, quedando al margen los civiles), podría 
terminar afectando, de manera también arbitraria, a derechos de acreedores con 
embargos intermedios entre los de los ejecutantes reunidos mediante la acumulación 
(estos acreedores no cobrarían en el proceso resultante de la acumulación y podrían ver, 
no obstante, cancelada su anotación)14. 
 Más insatisfactoria es todavía la regulación del artículo 555 LEC. Nada se dice 
en este precepto sobre las consecuencias de la acumulación respecto del reparto de las 
cantidades recaudadas por lo que no hay más remedio que entender que ese reparto 
deberá hacerse en todo caso respetando las reglas propias de la ejecución singular: cada 
ejecutante tendrá derecho a cobrar de sus embargos, por el orden que le corresponda en 
relación con cada uno de ellos15. Sólo esto permite dudar seriamente de que la 
                                                 
13 Sobre el reparto del producto de la realización en caso de acumulación de ejecuciones 
laborales, cfr. GONZÁLEZ PILLADO, La acumulación de ejecuciones en el proceso laboral, cit., 
págs. 246 y sigs.; GAMERO LÓPEZ-PELÁEZ y LOUSADA AROCHENA, La ejecución concursal 
laboral, cit., págs. 73 y sigs.; ALONSO OLEA, MIÑAMBRES PUIG y ALONSO GARCÍA (R.M.), 
Derecho Procesal del Trabajo, cit., págs. 411-412; RÍOS SALMERÓN, Comentarios a los arts. 
268 a 272 de la LPL, en MONTOYA MELGAR y otros, Comentarios a la Ley de Procedimiento 
Laboral, cit.; MONTERO AROCA, Comentarios a los arts. 268-272, en MONTERO y otros, 
Comentarios a la Ley de Procedimiento Laboral, cit., tomo II, págs 1499 y sigs. 
14 MONTERO AROCA, Comentario al art. 268 LPL, cit., pág. 1503, postula que, en caso 
de haber ejecutantes civiles intermedios y realizarse los bienes en la ejecución laboral resultante 
de la acumulación, se reserve primero, para su reparto proporcional entre los ejecutantes 
laborales, la parte del producto de la realización que corresponda al crédito o créditos laborales 
anteriores al del ejecutante civil, el resto, se ponga a disposición de éste para la completa 
satisfacción de su crédito y, en caso de sobrar algo después, vuelva a la ejecución laboral a 
efectos de reparto también proporcional; la solución es de una lógica aplastante, pero no es fácil 
de aplicar en la práctica y, en cualquier caso, no parece que todos los Juzgados de lo Social la 
entiendan correctamente, como demuestra el caso a que se refiere la Resolución de la  DGRN de 
7 de mayo de 1999. 
15 Con referencia al Anteproyecto, ya observaba CACHÓN CADENAS, “Notas sobre la 
regulación del embargo en el Anteproyecto de L.e.c.”, cit., pág. 538, que existía una laguna 
consistente en no aludir a la incidencia que la acumulación de ejecuciones puede tener en los 
efectos genéricos del embargo; con más precisión, FRANCO ARIAS, “Comentarios sobre el 
procedimiento de apremio del Anteproyecto de L.e.c.”, cit., pág. 583, nota 57, observa que “no 
es suficiente la regulación establecida para la acumulación de ejecuciones que remite 
simplemente al proceso de acumulación previsto para la fase declarativa sin establecer los 
criterios de reparto que hay que utilizar en dicho extremo”. Coincido en que la LEC debería 
haber sido más precisa, en ese y otros muchos puntos, al regular la acumulación de ejecuciones; 
entiendo, no obstante, que no hay tal laguna y que la falta de previsiones expresas acerca de una 
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acumulación de ejecuciones regulada en el artículo 555 LEC pueda ser una vía idónea 
para dar respuesta al problema que nos ocupa16. 
 Del examen de las normas vigentes sobre acumulación de ejecuciones puede 
extraerse como conclusión la conveniencia de reflexionar sobre una futura reforma que 
habría de dar respuesta, a menos, a las siguientes exigencias: 1) facilitar la acumulación 
de todas las ejecuciones singulares pendientes frente a un mismo deudor, eliminando 
incluso las barreras derivadas de las normas sobre jurisdicción por razón de la materia, y 
2) establecer unos criterios de reparto adecuados, lo que significa excluir la aplicación 
de las reglas propias de la ejecución singular y aplicar, aunque con referencia 
únicamente a los ejecutantes, las reglas del concurso; la actual regulación de los 
artículos 270 y siguientes LRJC podría ser idónea siempre que quedara garantizada la 
acumulación de todas las ejecuciones. Por lo demás, podría extenderse la reflexión a la 
conveniencia de establecer como única causa de acumulación de ejecuciones singulares 
precisamente el embargo insuficiente en alguna de ellas; fuera de este caso, no se ven 
claras las ventajas que pueden derivarse de la acumulación y sí, por el contrario, muchos 
inconvenientes que de ella pueden resultar17.  
 
                                                                                                                                               
eventual incidencia de la acumulación de ejecuciones en los efectos del embargo ha de 
entenderse necesariamente en el sentido de que la acumulación no altera en absoluto esos 
efectos, por mucho que esto pueda, quizá, “esterilizar” la novedosa, al menos en el orden civil, 
institución de la acumulación de ejecuciones. 
16 No es mucho consuelo que la regulación del art. 555 pueda servir, como afirma 
RAMOS MÉNDEZ, Guía para una transición ordenada a la LEC, cit., pág. 547, para “dar juego a 
mucho ejecutante tardío que quiera reponerse de su despiste en la línea de salida” puesto que 
“no pierde nada por probar fortuna en río revuelto”; de lo que se trata es de que la Ley 
establezca con precisión en qué circunstancias ha de protegerse a los ejecutantes tardíos y que, 
dándose tales circunstancias, no haya de necesidad de pescar en ningún “río revuelto”, sino 
reglas claras que establezcan cómo ha de repartirse la insuficiencia patrimonial. 
17 Me he referido a estos inconvenientes en Derecho procesal civil. Ejecución forzosa. 
Procesos especiales, cit., pág. 64. 
